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1) TEXTODE LA CITACION 
“Montevideo, 7 de mayo de 1993. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraordi- 
naria el próximo miércoles 19, a la hora 18, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Designación de un miembro de la Suprema Corte de Justi- 
cia. (Artículo 236 de la Constitución de la República). 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alvaro Alonso Tellechea, 
Ernesto Amorín Larrañaga, Mariano Arana, Hugo Batalla, 
Walter Belvisi, Juan Carlos Blanco, Carlos Bouzas, Leopol- 
do Bruera, Enrique Cadenas Boix, Carlos Cassina, Alberto 
Cid, Carlos W. Cigliuti, Alba Clavijo, Wilson Elso Goñi, 
Reinaldo Gargano, Bari González Modernell, Dante Irur- 
tia, Daoiz Librán Bonino, Julián Olascoaga, Carlos Julio 
Pereyra, Jaime Pérez, Gustavo Pintos, Américo Ricaldoni, 
Walter Riesgo, Walter Santoro, Jorge Silveira Zavala, Ma- 
rio Soto, Omar Urioste, Alberto Zumarán, y los señores 
Representantes Marcos Abelenda, Teodoro Acosta, Guiller- 
mo Alvarez, Agapito Alvarez Viera, Oscar Amorín Suppa- 
ro, Néstor H. Andrade, Marcelo Antonaccio, Raúl Arrilla- 
ga, Alejandro Atchugarry, Juan Carlos Ayala, Washington 
Baliero, María T. Basso, José Bayardi, Carmen Beramendi, 
Bernardo P. Berro, Gualberto Bertacchi, Luis Batlle Berto- 
líni, Nelson Biasotti, Thelman Borges, Federico Bosch, Ma- 
rio Cantón, Cayetano Capeche, Tabaré Caputi, Jorge Con- 
de Montes de Oca, Jorge Coronel Nieto, Alberto Couriel, 
Wilson Craviotto, Abraham Czarnievicz, Jorge Chápper, 
Guillermo Chifflet, Eber Da Rosa Vázquez, Félix de Carlos, 
Daniel H. Delgado Sicco, José E. Díaz, Daniel Díaz Maynard, 
Yamandú Fau, Otto Fernández, Luis Alberto Ferrizo, Juan 
C. Furiatti, Carlos M. Garat, José Garaza, Daniel García 
Pintos, Julio A. Gavarone, Humberto González Perla, Mil- 
ton Goday, Ramón Guadalupe, Antonio Guerra Caraballo, 
Juan Manuel Gutiérrez, Felipe Haedo Harley, Luis Alberto 
Heber, Doreen Javier Ibarra, Félix Laviña, Ramón Leg- 
nani, Oscar Lenzi, Héctor Lescano, León Lev, José Losada, 
Oscar Magurno, Luis Eduardo Mallo, Jorge Martín, Ruben 
Martínez Huelmo, Abayubá Martorell Librán, Eden Melo 
Santa Marina, Mario Mesa, Rafael Michelini, Ricardo Mo- 
linelli, Néstor Moreira Graña, Antonio Morell, Francisco 
Ortiz, Alba E. Osores de Lanza, Agapo Luis Palomeque, 
Ope Pasquet, Daniel Pazos, Gonzalo Piana Effinger, Heber 
Pinto, Ana Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis B. Pozzolo, Ser- 
gio Previtali, Baltasar Prieto, Ricardo Rocha Imaz, Eduar- 
do Rodino, Ambrosio Rodríguez, Lirio Rodríguez, María 
Celia Rubio de Varacchi, Wilson Sanabria, Rafael Sansevie- 
ro, Diana Saravia Olmos, Helios Sarthou, Edison Sedarri Lua- 
ces, Aldorio Silveira, Juan Adolfo Singer, Guillermo Stirling, 
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Nicolás Storace Montes, Andrés Toriani, Jaime Mario Tro- 
bo. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Danilo As- 
tori, Federico Bouza, Julio C. Grenno, José Korzeniak, Pa- 
blo Millor, y los señores Representantes Juan Justo Amaro, 
Luis Alberto Andriolo, Javier Barrios Anza, Carlos Bertacchi, 
Gonzalo Carámbula, Marcos Carámbula, Hugo Cores, Juan 
R. Ferreira, Alem García, Arturo Heber Fillgraff, Luis A. 
Hierro López, Nereo F. Lateulade, Jorge Machiñena, Ra- 
món Pereira Pabén, A. Francisco Rodríguez Camusso, Ma- 
tilde Rodríguez de Gutiérrez, Carlos Suárez Lerena, Ro- 
berto Vázquez Platero; con aviso, el señor Senador Raumar 
Jude y los señores Representantes Heriberto Sosa Acosta, 
Pedro Suárez Lorenzo y Armando Tavares. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habicndo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 30) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se empieza a lecr. Murmullos, Campana de orden) 


-Señores legisladores, hay exceso de murmullos en Sala y 
no se escucha lo que se está leyendo por Secretaría. Gencral- 
mente, los asuntos entrados refieren a cuestiones de irámite, 
pero en este caso no es así; se está dando cuenta de cuestiones 
importantes. 


Dése cuenta nuevamente de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 19 de mayo de 1993. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje comunicando que ha 
observado totalmente el proyecto de ley por el que se declaran 
inaplicables a la Unidad Ejecutora “Inspección General de 
Hacienda” las facultades atribuidas al Poder Ejecutivo por el 
artículo 15 de la Ley N* 16.320. 


-A la Comisión de Hacienda y Presupucsto. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje adjuntando los Pla- 
nes de Estudio con los correspondientes programas, pertenc 
cientes a la Escuela Militar, Escuela Naval y Escuela Militar 
de Acronáutica, de acuerdo con to dispuesto por el artículo 14 
de la Ley N” 15.848. 


-Téngase presente. Queda la documentación a disposición 
de los señores legisladores en la Secretaría de la Asamblea 
General. 
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La Junta Departamental de Montevidco, remite nota, invo- 
cando la aplicación del artículo 209 de la Constitución relacio- 
nada con el informe producido por el Tribunal de Cuentas de la 
República respecto de la auditoría practicada en la Intendencia 
Municipal de Montevideo con relación al subsidio al transporte 
colectivo urbano de pasajeros. 


-A la Comisión de Legislación. 


El Tribunal de Cuentas de la República comunica que el 
Organismo Mundial que agrupa a las Entidades fiscalizadoras 
superiores (INTOSAT) decidió, por aclamación, designar a nues- 
tro país como sede de su XVI Conferencia a realizarse en el 
año 1998, 


-Repártase. 


(Texto de las notas rocibidas:) 


“TRIBUNAL DE CUENTAS 
Montevideo, 17 de mayo de 1993. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Dr. don Gonzalo Aguirre Ramírez 


Tengo el alto honor de dirigirme al Señor Presidente para 
informarle que, el día 12 de los corrientes en Viena, Austria, el 
INTOSAI, Organismo mundial que agrupa a las entidades fis- 
calizadoras superiores de 164 países decidió, por aclamación, 
designar a nuestro país como sede de su XVI Conferencia 
(INCOSAD a realizarse en el año 1998, 


Tal como le expresáramos al Sr. Presidente, durante la 
visita que con esc motivo le realizó la totalidad de los miem- 
bros de este Cuerpo, la propuesta de la candidatura de nues- 
tro país, para tan alta distinción fue formulada por el Orga- 
nismo regional que agrupa a las Entidades Fiscalizadoras 
Superiores de América Latina y del Caribe (OLACEF) según 
notas de fecha 5 de enero y 23 de abril de este año, cuyas 
copias se adjuntan. 


Esta designación, además del reconocimiento hacia nues- 
tro país que ella implica, supone que este Tribunal ocupará 
la Vicepresidencia del Organismo mundial entre los años 
1995 y 1998, y pasará a desempeñar su Presidencia entre los 
años 1998 y 2001, ya que la referida Conferencia se realiza 
cada tres años. 


Sin otro particular me es grato reiterar al señor Presidente 
las expresiones de mi más elevada consideración. 


Cr. Rinaldo Smeraldi 
Oscar W. Martínez Presidente 


Secretario General 
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Presidencia de OLACEFS 
México, D.F., 5 de enero de 1993, 


Dr. Rinaldo Smeraldi 
Presidente del Tribunal 
de Cuentas de Uruguay 
Presente 


Me es grato comunicar a usted que durante la reciente reali- 
zación de la Junta de Gobierno del INCOSAI en la ciudad de 
Washington fui consultado, en mi calidad de Presidente de la 
OLACEFS y miembro del Consejo Directivo del INTOSAI, 
por parte de los restantes miembros sobre la posibilidad de que 
el Congreso correspondiente a 1998 de nuestro organismo mun- 
dial se llevara a cabo en América Latina teniendo como sede, 
un país cuyo órgano superior de fiscalización posea las caracte- 
rísticas de ser innovador y avanzado técnicamente, así como 
prestigioso y respetado por su sociedad y su Gobierno, a la vez 
que reconocido regionalmente, ya que una reunión de los orga- 
nismos de fiscalización superior de todos los países del mundo, 
por su importancia requiere de un marco significativo para su 
realización. 


Con dichos antecedentes y considerando que entre las enti- 
dades de fiscalización superior de la América Latina y del 
Caribe, destaca el Tribunal de Cuentas a su digno cargo, insti- 
tución que a nuestro parecer satisface plenamente los requisitos 
de excelencia requeridos, me permito consultarle sobre la posi- 
bilidad de que el Tribuna! de Cuentas de la República Oriental 
del Uruguay acepte esta nominación que significa una alta dis- 
tinción, para nuestra OLACEFS y un amplio reconocimiento a 
la entidad de fiscalización a su digno cargo. 


Sin otro particular y en espera de sus consideraciones al 
respecto, reciba usted las seguridades de mi atenta y distingui- 
da consideración. 


Atentamente 
El Contador Mayor de Hacienda y Presidente de OLACEFS 
Lic. Javier Castillo Ayala 

C.c.p. Dr. Fernando Marty Ordoñez. Coordinador de 
Asesores del CMH. Presente. 

C.c.p. Ing. Octavio West Silva. Jefe de la Unidad de 
Programación, Normatividad y Control de Ges- 
tión. Presente. 

Ccp. Lic. Manucl Lugo Baeza. Director de la Unidad 
de Capacitación, Coordinación de Asuntos Re- 


gionales y Financiamiento de la OLACEES. Pre- 


sente. 
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Oficina del Contador Mayor 
OCMH/A/187/93 


México, D.F. a 23 de abril de 1993, 


Dr. Rinaldo Smeraldi 
Presidente del Tribunal de Cuentas 
de la República de Uruguay 


Apreciado Colega: 


En relación a nuestras conversaciones sobre las posibilida- 
des tendicntes a la designación de la sede del INCOSAI 98, me 
permito comunicarle que la reunión del Consejo Directivo del 
INTOSAI (Organización Internacional de las Entidades Fiscali- 
zadoras Superiores), se efectuará en la ciudad de Viena los días 
10, 11 y 12 de mayo próximo. Al respecto, tanto la Secretaría 
General del Consejo Directivo de dicho Organo Internacional, 
como la Presidencia de OLACEFS (Organización Latinoameri- 
cana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores), se 
complacen en extenderle una cordial invitación para que tenga 
a bien acompañarnos a este evento anual. 


En esta reunión de Consejo Directivo, se cfectuarán las 
deliberaciones para la asignación de la sede del Congreso Tri- 
anual de la INTOSAI, que es un organismo constituido por más 
de 140 Entidades de Fiscalización Superior, y dado el prestigio 
y respeto a nivel internacional del Tribunal de Cuentas de la 
República de Uruguay que usted dignamente preside, se consi- 
dera que las posibilidades para celebrar tan trascendental re- 
unión en su país son muy elevadas. 


En espera de que sus múltiples ocupaciones le permitan 
acompañamos, aprovecho para enviarle un cordial saludo. 


Atentamente 
Lic. Javier Castillo A yala 
Contador Mayor de Hacienda y Presidente de OLACEFS 
Ccp. Dr. Fernando Marty Ordoñez, Coordinador de 
Asesores de la Contaduría Mayor de Hacienda. 


Presente”. 


4) REPARTIDO DE MENSAJE DEL PODER EJECUTI- 
VO 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legista- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: mociono para que 
se reparta el Mensaje del Poder Ejecutivo por el que se observa 
totalmente el proyecto de ley sancionado por amhas Cámaras, 
referido a la Inspección General de Hacienda. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
presentada por el señor Legislador Cassina para que se reparta 
cl Mensaje del Poder Ejecutivo oponiendo observaciones al 
proyecto de ley que declaró inaplicables a la Inspección Gene- 
ral de Hacienda las disposiciones del artículo 15 de la Ley 
N? 16.320. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-114 en 114, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Será repartido el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


5) INSPECCION GENERAL DE HACIENDA. (Se decla- 
ra que no le son aplicables las facultades atribuidas al 
Poder Ejecutivo por el artículo 15 de la Ley N* 16.320). 
Observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una moción que 
ha llegado a la Mesa, firmada por los señores Legisladores 
Stirling, Bertolini, de Carlo, Martorell Librán, Batlicro, Belvisi, 
Sanabria, Pozzolo, Ricaldont, Cigltuti, Molinelli y Pasquet. 


(Se Ice:) 


“Mocionamos para que de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 37 del Reglamento de la Asamblea General, se consi- 
dere urgente y se trate de inmediato el veto del Poder Ejecutivo 
por el que se declara inaplicables a la Unidad Ejecutora “Ins- 
pección General de Hacienda”, las facultades atribuidas al Po- 
der Ejecutivo por el artículo 15 de la Ley N* 16.320. La pre- 
sente moción es motivada por la importancia que el tema revis. 
te, las mayorías por las que dicho proyecto de ley fue aprobado 
en ambas Cámaras y la incertidumbre que viven los funciona- 
rios de la mencionada Unidad Ejecutora”. 


-En vista del alto quórum que existe en la Asamblea Gene- 
ral, la Presidencia consulta a los señores legisladores mocio- 
nantes si no es posible, sin perjuicio de declarar la urgencia, no 
postergar la votación del punto que figura en el orden del día 
referido a la designación de un miembro de la Suprema Corte 
de Justicia. En ese caso, se declararía la urgencia en el entendi. 
do de que este asunto relativo a las observaciones del Puder 
Ejecutivo a dicho proyecto de ley se trataría inmediatamente 
después de proclamado el resultado de la votación correspon 
diente a la designación de un miembro de la Suprema Corte de 
Justicia. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legista 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: el temperamento 
de la Mesa en cuanto a que el asunto al que se ha referido sea 
tratado después de que se proceda a la designación de un miem 
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bro de la Suprema Corte de Justicia es compartido por noso- 
tros, y hago moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción del señor 
Legislador Cigliuti en el sentido de que se declare urgente el 
tratamiento del Mensaje del Poder Ejecutivo oponiendo obser- 
vaciones totales al proyecto de ley a que se ha hecho referen- 
cía, que sería considerado después de tratar el único punto que 
figura en el orden del día. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: estimamos que pre- 
viamente tendríamos que determinar en qué condiciones está la 
Asamblea General como consecuencia de haberse cumplido 
con la petición del señor Legislador Cassina de proceder al 
repartido de las observaciones del Poder Ejecutivo. Del caso es 
recordar que de acuerdo con el Reglamento de la Asamblea 
General -reiterando disposiciones que están en los Reglamentos 
de ambas Cámaras- para el caso de que el asunto se hubiera 
repartido, se necesita mayoría absoluta, pero para el caso de 
que el asunto no hubiera sido repartido, se necesitan dos tercios 
de votos. 


Estamos en una situación híbrida por cuanto se ha solicita- 
do el repartido; éste se hará, pero todavía no se ha hecho. 
Además, ¿cómo se entiende el repartido? ¿Es el repartido en 
sesión o el normal, común, para que el legislador pueda tener 
acceso al documento y proceder debidamente a su análisis y 
estudio? Este último es el concepto natural y lógico que tiene 
la expresión “repartido” a nivel parlamentario, más allá de que 
en algún Cuerpo del Poder Legislativo, en asuntos de mero 
trámite o de escasa entidad política, se ha procedido a entender 
que el repartido hecho en la inmediatez del planteamiento al- 
canza y es suficiente para modificar el quórum que se reclama. 


Por esa razón formulamos este planteamiento a los efectos 
de que la Mesa, o en su caso la Asamblea General, resuelva en 
qué situación estamos, es decir, si se requiere mayoría absoluta 
o dos tercios de votos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con la práctica -por 
lo menos la que se estila en el Senado- la Presidencia considera 
que cuando en Sala se distribuye un asunto, se considera que ya 
está repartido y, por lo tanto, se requiere el quórum que para 
esa situación prevé la disposición reglamentaria respectiva. Sin 
embargo, como el asunto es opinable y se admite que los argu- 
mentos del señor Legislador Santoro no dejan de tener su lógi- 
ca, la Presidencia se atendrá a lo que resuelva la mayoría de la 
Asamblea General. Si la mayoría está de acuerdo con el crite- 
rio que ha expuesto la Presidencia, así se procederá y se reque- 
rirá solamente la mayoría absoluta del total de los componentes 
del Cuerpo para declarar urgente la consideración de este asun- 
to; si la mayoría opina de otra manera, será necesario un quórum 
de dos tercios de los presentes. 


ASAMBLEA GENERAL 


A. G.- 83 


Antes de declarar la urgencia, se va a votar si se considera 
que se requiere mayoría absoluta de presentes porque el asunto 
ya ha sido repartido, 


(Se vota:) 
-97 en 126, Afirmativa. 
Hay mayoría por la aplicación de este criterio. 


Corresponde votar ahora si se declara urgente la considera- 
ción de este asunto, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: la Asamblea Ge- 
neral ha resuelto, por una amplia mayoría, que se debe aplicar 
el criterio de que el asunto está repartido, pero vale la pena 
aclarar -por lo menos para que conste en la versión taquigráfica 
de esta sesión- que esa decisión de la Asamblea no se ajusta a 
la realidad, porque el documento no ha sido repartido. Salvo 
que se entienda que se está adoptando un criterio para el futuro 
y que no cs para esta sesión, a nuestro modo de ver lo que 
surge de esta votación es que se debe aplicar el artículo corres- 
pondiente del Reglamento sobre la base de que el asunto fue 
repartido, aunque en realidad no lo ha sido. Quiere decir que el 
acto que ha realizado la Asamblea no se ajusta a la realidad. Si 
bien no lo queremos calificar, desde el punto de vista parla- 
mentario es un acto prácticamente inexistente, 


SEÑOR SINGER. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor para fundar cl voto, porque no podemos entrar en un debate 
sobre un asunto que ya está resuelto. 


SEÑOR SINGER. - Señor Presidente: parece claro que es- 
tamos en una discusión absolutamente bizantina. El resultado 
de la votación ha sido muy claro, excede largamente los dos 
tercios de los legisladores presentes en la Asamblea y pienso 
entonces que la votación que se va a realizar contará con una 
mayoría superior a los dos tercios. Por lo tanto, hay que dar la 
cuestión casi como por no plantcada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia comparte lo que 
acaba de expresar cl señor Legislador Singer. 


La objeción tendría sus fundamentos o su pertinencia si el 
quórum hubiera sido inferior, pero en realidad ha superado ya 
no los dos tercios sino los tres cuartos de los legisladores pre- 
sentes, alcanzándosc una mayoría enorme. 


Por lo tanto, cualquiera sea el criterio que se aplique, con o 
sin repartido, es evidente que reglamentariamente la Asamblea 
está habilitada para tratar el asunto en forma urgente. 
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Se va a votar si se declara urgente la consideración del 
proyecto de ley observado por el Poder Ejecutivo, que será 
tratado en segundo término del orden del día. 


(Se vota:) 
-99 en 126. Afirmativa. 


6) DESIGNACION DE UN MIEMBRO DE LA SUPRE.- 
MA CORTE DE JUSTICIA, (Artículo 236 de la Cons- 
titución de la República). 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Asamblea pasa a considerar 
ahora el que era único punto del orden del día: “Designación de 
un miembro de la Suprema Corte de Justicia. (Artículo 236 de 
la Constitución de la República)”. 


Se van a repartir las cédulas para proceder a recoger la 
votación. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor, 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: desco exponer muy 
brevemente la posición de los legisladores del Nuevo Espacio 
con respecto a la designación de un Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia que está realizando la Asamblea Gencral, 


En más de una oportunidad y en tono de protesta hemos 
señalado en la Asamblea General nuestra discrepancia con el 
procedimiento que se sigue por parte de los señores legislado- 
res de los partidos tradicionales para designar los miembros de 
los altos organismos, ya que ese acto es competencia de la 
Asamblea General; de toda la Asamblea Gencral. 


Habitualmente estas designaciones se producen como con- 
secuencia de acuerdos entre los legisladores de los partidos 
tradicionales. Con insistencia hemos reclamado que los demás 
miembros de la Asambica General -que componemos el treinta 
por ciento del Parlamento Nacional- también seamos consulla- 
dos y oídos a efectos de participar efectivamente en la integra- 
ción de estos órganos y en particular en la de los dos grandes 
tribunales de justicia del país: la Suprema Corte de Justicia y el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. No se nos ha escu- 
chado, salvo cn alguna oportunidad pasada y, en esta circuns- 
tancia, como es notorio, la decisión de votar por el doctor 
Milton Cairoli para que ocupe el cargo vacante en la Suprema 
Corte de Justicia resulta de un acuerdo entre los legisladores 
del Partido Nacional, que van a apoyar también los señores 
legisladores del Partido Colorado, con total ajenidad de los 
demás sectores que integramos la Asamblca General. 


En estas circunstancias y por respeto a nuestra propia inves- 
tidura, nos vemos en la obligación de votar negativamente la 
propuesta, señalando que no tenemos objeción de ninguna ha- 
turaleza a la candidatura del magistrado propuesto. 
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Debe quedar constancia, por lo tanto, de nuestra actitud y 
de nuestro voto negativo, que resulta de un mecanismo regla- 
mentario que nos impide abstenemos, que es lo que correspon- 
dería, en tanto no discrepamos con la candidatura del doctor 
Milton Cairoli -un excelente Magistrado- sino con el procedi 
miento seguido para su designación. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: en nombre de la 
bancada del Frente Amplio, queremos dejar constancia de que 
a nuestro entender el candidato natural para ocupar la vacante 
de Ministro de la Suprema Conte de Justicia es el doctor Juan 
Almirati. El doctor Almirati es el Magistrado más antiguo, está 
altamente calificado lécnicamente, tiene una vastísima cxpe- 
riencia y es un hombre de uña probidad moral intachable. Su 
trayectoria, además, prueba una adhesión ejemplar al sistema 
democrático representativo republicano, ya que fue de los Ma- 
gistrados destituidos por la dictadura. 


Hoy, al proponerse a otro candidato, sec consagra nueva- 
mente su postergación, así como la de ouos Magistrados que 
proceden al propuesto, y contra quienes no se han esgrimido 
deméritos de tipo alguno. 


La Asamblea Gencral, el Partido Nacional y el Partido Co 
lorado tienen derecho a postergar a éste y a los otros Magistra- 
dos que le siguen en el orden de precedencia, en atención a las 
facultades de elección que tiene la Asamblea General y que la 
propia Asociación de Magistrados ha dicho que comparte. 


Pero yo quicro subrayar, como lo ha hecho el señor Legis- 
lador Cassina, que para esta designación, como para la ante 
rior, el Frente Amplio nunca fue consultado; tampoco lo fue 
para la integración de la Corte Electoral, del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo ni del Tribunal de Cuentas de la 
República. 


Debe quedar constancia, entonces, de que nuevamente esta- 
mos ante una cruda distribución partidaria de los cargos de más 
responsabilidad en los organismos comunes del Estado, que 
además tienen la responsabilidad de juzgar y controlar la vida 
de los ciudadanos. 


Reiteramos que, a nuestro juicio, el método empleado no 
hace bicn al sistema democrático republicano, Hoy se va a 
consagrar nuevamente el no atender -ni siquiera escuchar- la 
opinión de más de un treinta por ciento de la representación 
parlamentaria que el pueblo ha clegido democráticamente y 
debe quedar constancia para el futuro, porque la actual correla- 
ción de fuerzas a nivel parlamentario seguramente no será cer 
Hd. 


SEÑOR CANTON. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor Legisla- 
dor. 


SEÑOR CANTON. - Señor Presidente: quiero dejar una 
constancia de carácter personal, pero que a esta altura resulta 
pertinente y oportuna, teniendo en cuenta las que han formula- 
do legisladores de otros partidos políticos. 


En tanto en esta jornada parlamentaria la Asamblea General 
está consolidando y definiendo la candidatura del prestigioso 
Magistrado, doctor Milton Cairoli, para ocupar un cargo vacan- 
te de la Suprema Corte de Justicia, está ejerciendo una inobje- 
table competencia constitucional. Y lo está haciendo en fun- 
ción del criterio que claramente estatuye la Carta al acordar a 
este alto Cuerpo parlamentario la facultad de selección entre 
todos los candidatos posibles a ocupar esta dignidad nacional. 
Es claro, notorio y obvio que el criterio de la sola antigiiedad, 
por más respetable que pudiere ser, es constitucionalmente sub- 
sidiario al que está ejercitando la Asamblea General al selcc- 
cionar, entre un núcleo importante de distinguidos Magistrados 
o Ministros de los Tribunales de Apelaciones, a uno de ellos 
para ocupar este importante cargo. 


Asimismo, la oportunidad es propicia para señalar que, no 
obstante ser notorio que los legisladores del Partido Colorado 
estamos votando al candidato resultante de un acuerdo final- 
mente alcanzado por todos los legisladores del Partido Nacio- 
nal -más allá de que esta constancia sea de carácter personal, 
tengo la certeza de que otros colegas parlamentarios del Partido 
Colorado deben compartirla- estamos escogiendo a un Magis- 
trado que cuenta con una larga, honrosa y brillantísima trayec- 
toria en el Poder Judicial. Esta persona ha sido un gran Juez 
Letrado, un brillante Ministro del Tribunal de Apelaciones en 
lo Penal; es notoria su extraordinaria especialización en Dere- 
cho Penal y también debe destacarse, aunque ésta sea una nota 
muy frecuenie en los Magistrados y también en los profesores 
de nuestra Facultad de Derecho, que el doctor Milton Cairoli, 
por su especialización, por su extraordinaria buena disposición 
para acudir a las Comisiones parlamentarias a prestar su con- 
curso en los temas en que se ha requerido su asesoramiento, ha 
sido casi constantemente punto de referencia, vertiendo su Opi- 
nión personal de preclaro especialista en Derecho Penal. Por 
otra parte, en todos los casos ha emitido su opinión con una 
independencia que todos le reconocemos, 


Quería dejar esta constancia, sin perjuicio de escuchar con 
respcio los fundamentos de la posición de las dos colectivida- 
des políticas a que hicieron referencia dos señores legisladores, 
porque me parecía que era indispensable para no aparecer sim- 
plemente convalidando o avalando el acuerdo con los legisla- 
dores del Partido Nacional. Expresamos que votamos con salis- 
facción, con complacencia y con honor por un gran Magistrado 
para ocupar este cargo en la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia considera del caso 
dejar una constancia, 
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A título personal -y creemos que interpretando el sentir de 
todos los legisladores del Partido Nacional- podemos afirmar 
que hemos votado con convicción por el doctor Milton Cairoli 
para integrar la Suprema Corte de Justicia, por las razones que 
ha expresado el señor Legislador Cantón en cuanto a la dignísi- 
ma ejecutoria de este Magistrado y a las condiciones que lo 
adornan como jurista fuera del ejercicio de un cargo en la 
Magistratura. A ello queremos agregar -aunque, por supuesto, 
no se trata de un argumento decisivo- que el doctor Milton 
Cairoli es, de hecho, el Magistrado que hace más años integra 
los Tribunales de Apelaciones. Es cierto que hay Magistrados 
que no tuvieron la posibilidad de antecederle en una designa- 
ción como Ministros del Tribunal de Apelaciones porque fue- 
ron víctimas de la arbitrariedad del período de facto, Una de 
esas víctimas fue, precisamente, el doctor Almirati. Eso es 
cierto. Pero también es cierto que el doctor Cairoli, de hecho, 
es el integrante más antiguo de los Tribunales de Apelaciones. 


En cuanto a lo expresado por el señor Legislador Gargano 
en nombre del Frente Amplio -perfectamente legítimo desde su 
punto de vista, no lo discutimos- simplemente quiero hacer una 
precisión. Es exacto que en esta oportunidad no hubo tiempo 
de consultar porque recién hoy se Hegó a un acuerdo deniro de 
la bancada de nuestro Partido y la Asamblea General estaba 
citada para hoy, porque el plazo está por expirar. Pero también 
es exacto que en la oportunidad anterior consultamos previa- 
mente, expresamos cuáles eran los puntos de vista del Partido 
Nacional y del Partido Colorado en cuanto a los nombres que 
se manejaban y preguntamos acerca de los nombres que el 
Frente Amplio prefería. Se nos contestó -creemos que por el 
señor Legislador Korzeniak- que su candidato era el doctor 
Almirati. Se trata de un Magistrado prestigioso y antiguo, pero 
no es el nombre que cuenta con consenso, por lo menos en la 
bancada de nuestro Partido. Y pensamos que esa situación se 
iba a reiterar, ya que en la última sesión de la Asamblea Gene- 
ral en que se trató cste tema, el señor Legislador Korzeniak, en 
nombre de la bancada del Frente Amplio, dijo públicamente 
que el candidato de esa bancada en la oportunidad -y se supone 
que en las subsiguientes- era el doctor Almirati. 


De modo que si desde el punto de vista formal tiene razón 
el señor Legislador Gargano -y lo reconozco- pues no hubo una 
instancia de consulta, en los hechos todos sabíamos que no iba 
a existir acuerdo, porque jos criterios son legítimamente discre- 
pantes. Por consiguiente, lo mejor hubiera sido haber consulta- 
do y haber tratado de llegar a un acuerdo. Pero todos somos 
conscientes de que, lamentablemente, esc acuerdo no se iba a 
producir. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legista- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: quiero sumar mi 
palabra a las expresiones vertidas por el señor Legislador Can- 
1ón sobre el doctor Cairoli en el plano técnico. Al mismo tiem- 
po, desco establecer que la opción del Frente Amplio se funda- 
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menta en aspectos objetivos de antigiicdad y también de capa- 
citación. 


Lo que nos interesaba señalar fundamentalmente era la in- 
conveniencia en lo que tiene que ver con el deber ser. Tal vez 
sea una salvedad la de que no es posible concebir un Poder 
Judicial independiente si los integrantes de la máxima jerarquía 
son electos por el Poder Legislativo. Lo dejamos apuntado para 
el futuro. En este momento en que se habla de reformas de la 
Constitución, habría que tener en cuenta que las únicas garan- 
tías para que el Poder Judicial sea independiente son dos. Una 
es la autonomía de recursos, es decir, la existencia de proventos 
propios para que no haya presión -ni difusa ni de ninguna otra 
naturaleza- en la definición de su conducta como Poder. La 
otra garantía consiste en que la carrera de los Jueces debería 
realizarse a través de mecanismos de ascenso como los concur- 
sos, legitimados en función de su capacitación, de su trabajo 
científico, en forma organizada, con total independencia de los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo. 


Me interesaba hacer esta salvedad, porque estamos obliga- 
dos a hacer una elección para un Poder como el Judicial, que es 
el guardián de los derechos individuales y de los derechos 
fundamentales de la persona, en el marco de una situación 
creada que de ninguna manera nos parece que sea la mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a proclamar el resultado de la votación. 


(Se lee:) 


“Han sufragado ochenta y ocho señores legisladores por el 
doctor Milton Cairoli”. 


-El resultado de la votación determina que más de dos ter- 
cios del total de componentes de la Asamblea Gencral ha vota- 
do por el doctor Milton Cairoli para que pase a integrar la 
Suprema Corte de Justicia. Por consiguiente, de acuerdo con el 
artículo 236 de la Constitución de la República, la votación ha 
resultado afirmativa y el doctor Milton Cairoli ha sido designa- 
do Ministro de la Suprema Corte de Justicia. 


Antes de quedar investido, el doctor Milton Cairoli deberá 
prestar ante la Asamblea General el juramento prescripto por el 
artículo 8? de la Ley N* 3.246, ley de creación de la entonces 
Alta Corte de Justicia. A esos efectos, y como es de estilo, la 
Asamblea General se reunirá en sesión extraordinaria mañana, 
a la hora 17 y 30. 


7 INSPECCION GENERAL DE HACIENDA. (Se de- 
clara que no le son aplicables las facultades atribui- 
das al Poder Ejecutivo por el artículo 15 de la Ley 
N* 16.320.) Observaciones interpuestas por el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar el punto cuya 
consideración ha sido declarada urgente por la Asamblea Gene- 
ral, es decir, las observaciones interpuestas por cl Poder Ejecu- 
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tivo al proyecto de ley que declaró inaplicables a la Inspección 
General de Hacienda las facultades atribuidas a dicho Poder 
por el artículo 15 de la Ley N” 16,320. 


“Carp. N* 59/93 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
Montevideo, 13 de mayo de 1993 


Señor Presidente de la Asamblea Gencral 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse al señor Pre- 
sidente de la Asamblea General en uso de las potestades que le 
confiere el artículo 137 de la Constitución de la República, a 
los electos de objetar en su totalidad el proyecto de ley por cl 
que se declaran inaplicables a la Inspección General de Ha. 
cienda, las facultades atribuidas a este Poder por el artículo 15 
de la Ley N* 16.320, de 1” de noviembre de 1992, que fuera 
recibido cl 6 de mayo próximo pasado y que se devuelve con 
este Mensaje. 


El proyecto de ley objetado está redactado en forma de ley 
interpretativa. 


Si efectivamente fuera una ley interpretativa no tendría con- 
secuencias para la Inspección General de Hacienda. En efecto, 
cl artículo 13 del Código Civil luego de establecer: “La inter- 
prelación auténtica o hecha por el legislador, tendrá efecto 
desde la fecha interpretada”; concluye “...pero no podrá apli- 
carse a los casos ya definitivamente concluidos”. 


En el caso, ya se ha suprimido la Inspección General de Ha- 
cienda y redistribuida su competencia por Decreto N* 147/993, de 
26 de marzo de 1993, modificado por el Decreto N* 165/993, 
de 2 de abril de 1993 y se han dictado actos subjetivos de 
ejecución redistribuyendo a sus funcionarios. Es pues un asun- 
to jurídicamente concluido que por disposición del Código Ci- 
vit, torna inaplicable la ley interpretativa. 


Como el texto en cuestión solo refiere a la Inspección Ge- 
neral de Hacienda y por lo expuesto a ésta no puede aplicarse, 
la ley, de ser promulgada, no sería apta para la consecución de 
su fin. Sería así un acto irracional por lo que adolece de un 
vicio intrínseco. En efecto, todos los actos jurídicos deben ser 
racionales, inclusive la ley. La falta de racionalidad afecta la 
legitimidad. (GIORGI, H., Racionalidad e injusticia manifiesta 
en las normas legales. En Escritos Jurídicos. F.C.U. Montevi 
deo. 1976. pg. 385 y sigs.). 


No obstante, en puridad cl proyecto en análisis no es inter- 
pretativo sino consecutivo, 


La Suprema Corte de Justicia, en forma constante, ha seña 
lado que al analizar una ley autocalificada como interpretativa, 
el Cuerpo no debe quedarse con la clasificación formal, smo 
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que debe proceder a comprobar si la ley es verdaderamente 
interpretativa o no. 


SUPERVIELLE (El alcance de la ley interpretativa. En Rev. 
de Derecho Público y Privado, T. 42. pg. 369 y sigs.), en 
criterio compartido por la Suprema Corte de Justicia ha señala- 
do que para que exista una ley interpretativa se requiere, entre 
otras cosas, una incertidumbre en la interpretación de una nor- 
ma legal. 


En el caso, no hay tal incertidumbre en cuanto al ámbito 
orgánico de aplicación del artículo 15 de la Ley N* 16.320, de 
1? de noviembre de 1992. En efecto, tal artículo se aplica en los 
Incisos 02 al 14, y al estar la Inspección General de Hacienda 
dentro de uno de ellos, sin ningún tipo de dudas le resulta 
aplicable. 


Al excluir ahora del citado artículo 15 a la mencionada 
Inspección General, el legislador no está efectuando una inter- 
pretación sino modificando el Derecho Positivo. 


Parecería por otra parte que el propio legislador advirtió 
que se trataba de un texto constitutivo y no interpretativo, ya 
que por el artículo 2* le dio efectos retroactivos. Este artículo 
sería innecesario si realmente fuera un acto interpretativo, pues 
tal efecto es ya dispuesto en el artículo 13 del Código Civil. 


En conclusión, cl proyecto no es interpretalivo sino consti- 
tutivo con efectos retroactivos. 


Ahora bien. ¿Qué incidencia tiene este proyecto de ser pro- 
mulgado sobre los Decretos N* 147/993, de 26 de marzo de 
1993 y N* 165/993, de 2 de abril de 19937 


Es claro que esos Decretos resultan incompatibles con la 
nueva solución legislativa. 


Si se entiende que esa incompatibilidad provoca la deroga- 
ción o el decaimiento de los mencionados Decretos, la ley 
colide con el artículo 86 de la Constitución. 


En efecto, tal derogación o decaimiento supone la recrea- 
ción de la Inspección General de Hacienda. En tal caso es 
inconstitucional porque conforme al mencionado artículo 86 
ello solo es posible mediante las leyes de presupuesto, cosa que 
no es el caso. En segundo lugar es también inconstitucional 
porque tal creación supone un gasto y no se han indicado los 
recursos con que será cubierto como lo prescribe el mismo 
artículo 86. 


Adviértase por otra parte que la ejecución del artículo 15 de 
la Ley N* 16.320 en el caso de la Inspección General de Ha- 
cienda, tornó aplicable para sus funcionarios el artículo 23 de 
la misma ley. Es más, el Decreto N? 147/993 ya citado, no solo 
por su artículo 8* declara excedente a dicho personal sino que 
por su artículo 9? se les habilita a ejercer el derecho a optar por 
el beneficio de retiro previsto en los artículos 23 a 26 de esa 
ley. 
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De derogarse tal decreto, se estaría desconociendo un dere- 
cho adquirido de esos funcionarios, de contenido patrimonial. 
Tal solución es inconstitucional porque priva de un derecho 
que ha ingresado al patrimonio de los funcionarios, en forma 
no admitida por la Constitución y atenta contra la seguridad 
jurídica. Se desconoce así, uno de los principios generales del 
derecho que por ser de los derivados de la personalidad huma- 
na es de los comprendidos en el artículo 72 de la Constitución. 


Por otra parte, existían graves consecuencias jurídicas, en 
virtud del efecto retroactivo, a saber: a) los actos administra- 
tivos dictados por los órganos a los cuales por los Decretos 
N? 147/993 y N” 165/993 se les asignó la competencia de la 
Inspección General de Hacienda se verían afectados por un 
vicio de competencia; b) se vería comprometida la responsabi- 
lidad del Estado por la inacción de la Inspección General de 
Hacienda en los casos en que debió actuar y no lo hizo por 
haber sido suprimida. 


Pcro sí se analiza con mayor profundidad el tema, se ad- 
vierte que el proyecto de ley ahora objetado, aún de ser pro- 
mulgado no deroga ni provoca el decaimiento de los actos 
administrativos indicados. 


En efecto, solo se pueden derogar o pueden decaer, actos 
jurídicos anteriores a la fecha de vigencia de la ley; nunca los 
posteriores, Por consiguiente si la ley entra en vigencia el 1* 
de encro de 1993, en virtud de lo dispuesto por su artículo 
2%, no puede derogar o hacer decaer los Decretos N* 147/993 
y N* 165/993 que son de 26 de marzo de 1993 y de 2 de abril 
de 1993 respectivamente. 


Pero si bien estos decretos no pierden vigencia aún de ser 
promulgado el presente proyecto, de ocurrir esto, éste los toma 
ilegales. 


Esto configura una grave violación al principio de separa- 
ción de poderes que surge claramente de la Constitución de la 
República, porque no puede la ley convertir en ilegal lo actua- 
do por el Poder Ejecutivo en ejercicio de sus discrecionales 
potestades constitucionales y legales. El efecto retroactivo de 
este proyecto toma el asunto en una cuestión de juridicidad lo 
que por su origen fue de conveniencia. 


El Poder Legislativo en caso de discrepar con la solución 
dada a la Inspección General de Hacienda puede ejercer el 
control político, por razones de conveniencia, previsto en los 
artículos 147 y 148 de la Constitución. Pero lo que no puede 
hacer para facilitar ese control es por medio de una ley retroac- 
liva transformar una cuestión de mérito en una de juridicidad, 


Esto revela por otra parte, que ese Cuerpo ha usado sus 
poderes con un fin distinto para cl cual le han sido conferidos, 


En otro orden de cosas, debe tenerse en cuenta que si un 
decreto es ilegal, el Poder Ejecutivo debe en principio derogar- 
lo o ajustarlo a la ley. Pero esto no es posible si se afectan 
dercchos adquiridos como se ha visto que es el caso, por los 
fundamentos ya indicados. 
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Finalmente se hace notar que una solución similar puede el 
Poder Ejecutivo adoptar, pese a la promulgación de este pro- 
yecto de ley, por aplicación del artículo 174 de la Constitución 
de la República, único caso en que en el ámbito de este Poder 
se admite un reglamento “contra legem”. 


Saluda al señor Presidente con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Ignacio de Posadas Montero. 


Poder Legislativo 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General 


Decretan 


Artículo 1% - Decláranse inaplicables a la unidad ejecutora 
“Inspección General de Hacienda” del programa 003 del Inciso 
05, Ministerio de Economía y Finanzas, las facultades atribui- 
das al Poder Ejecutivo por el artículo 15 de la Ley N* 16.320, 
de 1* de noviembre de 1992, sin perjuicio de las facultades del 
Poder Ejecutivo en materia de reordenamiento administrativo 
y funcional tendiente a la mejora de gestión de la unidad referi- 
da, la que mantendrá las competencias y facultades que las 
leyes le han conferido y cuya opinión será requerida previa- 
mente a la mencionada reorganización. 


Art. 2?. - La presente ley tendrá cfecto desde la vigencia 
del artículo 15 de la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 
1992. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevj- 
deo, a 5 de mayo de 1993 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Juan Harán Urioste Presidente 


Secretario” 
-En discusión. 
SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Se trata de un tema en cl que 
nos hubiera gustado profundizar un poco más y no tener que 
tratarlo con el apresuramiento que la Asamblea Gencral nos ha 
impuesto en el día de hoy. 


Quisiéramos referimos a algunos aspectos técnicos del pro- 
yecto de ley vetado. Además, vamos a hace algunas sugeren- 
cias o agregados, a los efectos de ampliar los fundamentos que 
tiene la observación del Poder Ejecutivo. 
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El artículo 1? del proyecto observado declara que a la Ins- 
pección General de Hacienda no le son aplicables las disposi- 
ciones del artículo 15 de la Ley N* 16.320, del 1* de noviembre 
de 1992. Por su parte, el artículo 2% aclara que la vigencia de 
esta ley es retroactiva a la indicada en el artículo anterior. 


Vamos a hacer hincapié en dos puntos que consideramos 
esenciales a los efectos de la interpretación de la ley observa- 
da: por un lado, el concepto de ley interpretativa y por otro el 
de retroactividad. 


El artículo 13 del Código Civil prevé la posibilidad de que 
mediante otra ley se interprete el alcance de una norma de 
similar jerarquía a la anterior. Dice lo siguiente: “La interpreta- 
ción auléntica o hecha por el legislador tendrá efecto desde la 
fecha de la ley interpretada; pero no podrá aplicarse a los casos 
ya definitivamente concluidos”. Repito: “pero no podrá apli- 
carse a los casos ya definitivamente concluidos”. A su vez, la 
Suprema Corte de Justicia constantemente ha señalado que al 
analizar una ley, autocalificada como interpretativa, el Cuerpo 
no debe quedarse con la calificación formal, sino que debe 
proceder a comprobar si la ley es verdadcramente interpretati- 
va o no. En la primera hipótesis, el análisis material coincidirá 
con el formal sin presentar mayores inconvenientes. Sin em- 
bargo, si se da la segunda posibilidad, la realidad de la norma 
primará sobre la calificación formal de que haya sido objeto 
por el legislador Supervielle, tratando este tema en un artículo 
de la Revista de Derecho Público y Privado, señaló que para 
disipar dudas en cuanto a si se está o no frente a una ley 
interpretativa se puede recurrir a la “occasio legis”, que consis- 
te en la existencia de jurisprudencias o doctrinas contradicto- 
rias O por prácticas diferentes. En este caso, no ha habido 
sentencias contradictorias sobre si el artículo de la Ley de 
Rendición de Cuentas N* 16.320 incluía o no a la Inspección 
Gencral de Hacienda, ni tampoco ha existido esa controversia 
en materia doctrinaria. Por lo tanto, debe entenderse que el 
artículo 15 de la Ley N” 16.320 era perfectamente claro en su 
redacción y en su significado. 


Asimismo y siguiendo la línea de razonamiento del auto: 
mencionado -cn opinión normalmente aceptada por la Suprema 
Corte de Justicia- debe recordarse que para que exista ley inter- 
pretativa deben darse dos supuestos. El primero, incertidumbre 
en la interpretación de un norma legal y el segundo, la sanción 
de una ley cuya finalidad sea establecer la interpretación de 
una norma legal. La icy interpretativa tiene un carácter especí- 
fico: complementar la disposición imterpretada, con la que con- 
forma una misma unidad, como si hubiera sido en forma con- 
temporánca. 


De acuerdo con lo expresado y coincidiendo con la juris- 
prudencia de la Suprema Corte de Justicia, señalo que si el 
objeto de la ley interpretativa es el de aclarar un texto legal 
anterior -que es oscuro, impreciso, O que genera controversias- 
determinando su correcto significado, la calificación formal 
que efectúa de sí misma no constituye un elemento al que deba 
prestarse atención en forma exclusiva. Dicho con otras pala- 
bras, no es Suficiente la calificación formal de interpretativa, 


19 de Mayo de 1993 


sino que la ley debe ser realmente tal. Para determinar esto se 
deberá analizar si existen en la especie las características pro- 
pias de la misma, es decir, la necesidad de una interpretación 
que en el caso concreto no se vislumbra, 


Por lo tanto, lo expresado se explica sin mayores proble- 
mas, ya que si bastara la calificación forma! se habilitaría al 
legislador a que, por vía de una mal entendida interpretación 
auténtica -y creo que estamos en este caso-, modificara con 
efecto retroactivo el ordenamiento jurídico con extrañas y peli- 
grosas consecuencias. Por ejemplo, recientemente, al conocer 
en la pretensión de declaración de inconstitucionalidad del 
artículo 653 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, la 
Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de reconocer la exis- 
tencia de una calificación formal y legislativa de la ley inter- 
pretativa, procedió a analizar si la norma era verdaderamente 
de tipo interpretativo. En otras ocasiones entendió que, pese a 
la calificación formal, la norma no era de tipo interpretativo. 


El proyecto de ley en estudio se autocalifica de interpretati- 
vo del artículo 15 de la Ley N” 16.320 y agrega, en su artículo 
22, que su entrada en vigencia se retrotrac a la fecha de entrada 
en vigencia de la ley interpretada. Desde ya cabe adelantar que 
este segundo artículo, que en un principio parece innecesario 
por coincidir en términos generales con lo dispuesto por el 
artículo 13 del Código Civil, puede presentar consecuencias 
especiales que serán analizadas oportunamente. 


Además, debe procederse a determinar si la calificación 
formal hecha por el legislador coincide o no con la realidad 
material de las normas en juego: la interpretativa y la interpre- 
tada. De todas formas corresponde analizar si se cumplen los 
supuestos a que hacía referencia Supervielle. Con respecto al 
primero de ellos, incertidumbre en la interpretación de la nor- 
ma legal, señalo que si se analizan los antecedentes de la nor- 
ma interpretada, casi inexistentes -además, no nos fue posible 
obtener la totalidad de los antecedentes parlamentarios- así como 
la amplitud del texto, se debería coincidir en que no existe 
incertidumbre en cuanto a la interpretación de la norma. Quizás 
podría sostenerse que falta certeza en cuanto a la forma de 
cumplimiento de determinados extremos formales, pero las du- 
das no pueden extenderse a si la norma excluye o no a la 
Inspección Gencral de Hacienda. En efecto, la Inspección Ge- 
neral de Hacienda es una Unidad Ejecutora del Ministerio de 
Economía y Finanzas y, por lo tanto, no existe nada en la 
norma que pueda conducir a sostener que la misma no se aplica 
a esta dependencia; ni siquiera puede sostenerse que puedan 
existir dudas al respecto. 


Se nos ha informado verbalmente que una posición sosticne 
que el artículo 15 de la Ley N* 16.320 constituye una norma 
general y que, por solución de principio, no afecta a las normas 
especiales que asignan atribuciones concretas a la Inspección 
General de Hacienda. Dicho argumento no parece que pueda 
ser defendido satisfactoriamente porque, de ser cierto, debería 
extenderse a toda unidad ejecutora que tenga atribuciones lega- 
les y, en tal caso, nos encontraríamos con que el artículo 15 de 
la ley mencionada no tendría ámbito de aplicación real. 
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Por lo tanto, una interpretación de este artículo en tal senti- 
do debe rechazarse. No debe perderse de vista que el acto 
administrativo dictado en base al artículo legal que se pretende 
interpretar no implica una supresión de atribuciones. Todas las 
atribuciones se seguirán ejerciendo y sólo se transfieren las 
mismas, asignándoselas a otras dependencias. 


Tampoco debe olvidarse que el artículo 174 de la Carta 
habilita al Consejo de Ministros a distribuir atribuciones del 
Poder Ejecutivo entre distintos Ministerios y no sólo dentro del 
mismo Inciso, como ocurre en lo referente a la Inspección 
General de Hacienda. 


Por último, el hecho de que la interpretación de la norma, 
pretendidamente oscura, se proyecte como referida a la Inspec- 
ción General de Hacienda, pone de manifiesto que no existía 
oscuridad en la norma interpretada. En efecto, esta oficina pre- 
senta características similares a las de otras unidades del Minis- 
terio de Economía y Finanzas y bajo ningún concepto puede 
admitirse que el artículo 15 de la Ley N* 16,320 tiene una 
exclusión que se refiere a la Inspección General de Hacienda, 
pero no incluye situaciones similares, 


El otro aspecto que debemos analizar refiere a la ley cuya 
finalidad es establecer la interpretación de una norma legal. Si, 
como ya se demostró, en términos reales no existe una duda 
razonable en cuanto a que cl artículo 15 que se quiere interpre- 
tar incluye o no a la Inspección Gencral de Hacienda sino que 
claramente dicha unidad se encuentra comprendida en la solu- 
ción legislativa, más fácil resulta demostrar que tampoco será 
necesario cl segundo supuesto para admitir que el proyecto de 
ley sea interpretativo de la norma en cuestión. No existen du- 
das en lo que refiere a la Inspección General de Hacienda. Lo 
que ocurre es que el Parlamento ahora entiende que lo resuelto 
por el Poder Ejecutivo en base al artículo 15 no es conveniente 
ni oportuno e intenta impedir que el acto administrativo dicta- 
do cumpla con su finalidad, esto es, que por razones de conve- 
niencia o por meras discrepancias formales con lo actuado por 
el Poder Ejecutivo se intenta dejar sin efecto lo dispuesto por 
este Poder. Para lograr el fin anterior claramente modificativo 
del ordenamiento jurídico y no interpretativo, se da al proyecto 
la calificación formal de interpretación auténtica, como forma 
de otorgarle efecto retroactivo. Pero, seguramente, por dudar o 
por ser consciente de que dicha calificación formal es incorrec- 
ta, en cl artículo 2? del proyecto se establece expresamente su 
efecto retroactivo. Es decir que se sostiene que el proyecto es 
interpretativo del aníículo 15, con lo cual ya tendría el efecto 
emergente del artículo 13 del Código Civil. Pero ante la no 
coincidencia de la calificación formal con lo que constituye 
una realidad evidente, se agrega un artículo 2? que, en caso de 
concluirse en que el artículo no es interpretativo, permitirá que 
se siga aplicando con efecto retroactivo. 


En síntesis, pese a su calificación formal, el proyecto de ley 
no es interpretativo del artículo 15 de la Ley N* 16,320, por no 
darse ninguno de los supuestos necesarios para admitir que 
estamos ante un proyecto interpretativo de una norma legal 
anterior. Por tanto, se trata de una norma que modifica cl orde- 


90- A.G. 


namiento jurídico con efecto retroactivo, según lo establece 
expresamente el artículo 22 


Ahora voy a mencionar algunos de los fundamentos que el 
Poder Ejecutivo formula en su observación, que considero de 
extrema gravedad, de extrema contundencia y de muy difícil, si 
no imposible, refutación dentro del ordenamiento jurídico en el 
que este país está conviviendo. Dicho fundamento expresa que 
parecería que el propio legislador advirtió que se trataba de un 
1cxto constitutivo y no interpretativo, ya que en el artículo sería 
innecesario si realmente fuera un acto interpretativo, pues tal 
efecto ya está dispuesto en el artículo 13 del Código Civil. En 
conclusión, el proyecto puede muy bien no ser interpretativo, 
sino constitutivo, con efecto retroactivo. 


Ahora bien: ¿qué incidencia tendría este proyecto, de ser 
promulgado, sobre los Decretos N* 147, de 26 de marzo de 
1993, y N* 165, del 2 de abril de 19937? Es claro que estos 
Decretos resultan incompatibles con la nueva resolución legis- 
lativa. Si se entiende que esa incompatibilidad provoca la dero- 
gación o el decaimiento de los mencionados Decretos, la ley 
colide con el artículo 86 de la Constitución. En efecto, tal 
derogación o decaimiento supone la recreación de la Inspec- 
ción General de Hacienda; en tal caso es inconstitucional por- 
que, conforme al mencionado artículo 86, ello sólo es posible 
mediante leyes de Presupuesto, y este no es el caso. Además, 
también es inconstitucional porque tal creación supone un gas- 
to y no se han indicado los recursos con que será cubierto, 
como lo prescribe el mismo artículo 86. 


Por otra parte, adviértase que la ejecución del artículo 15 de 
la Ley N* 16.320 tornó aplicable su artículo 23 a los funciona- 
rios de la Inspección General de Hacienda. Es más: el Decreto 
147 del año 1993 ya citado, no sólo en su artículo 8* declara 
excedente a dicho personal, sino que en el 9% se le permite 
ejercer el derecho de optar por el beneficio del retiro, previsto 
en los artículos 23 a 26 de esa ley. De derogarsc tal decreto, se 
estaría desconociendo un derecho adquirido de esos funciona- 
rios, de contenido patrimonial. Tal solución cs inconstitucional, 
porque priva de un derecho, que ha ingresado al patrimonio de 
los funcionarios, en forma no admitida por la Constitución y 
atenta contra la seguridad jurídica. 


Asimismo, se desconoce uno de los principios generales de 
Derecho que, por ser de los derivados de la personalidad huma- 
na, está comprendido en el artículo 72 de la Constitución. Por 
otra parte, existirán graves consecuencias jurídicas en virtud del 
efecto retroactivo, a saber. a) los actos administrativos dictados por 
los órganos a los cuales, por los Decretos N* 147 y N? 165, se los 
asignó la competencia de la Inspección General de Hacienda se 
verían afectados por un vicio de competencia; b) se vería com- 
prometida la responsabilidad del Estado por la inacción de la 
Inspección General de Hacienda en los casos en que debió 
actuar y no lo hizo por haber sido suprimida. 


Pero si se analiza con mayor profundidad el tema, se ad- 
vierte que el proyecto de ley ahora objetado, aun siendo pro- 
mulgado, no deroga ni provoca el decaimiento de los actos 
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administrativos indicados. En efecto, sólo se pueden derogar o 
decaer actos jurídicos anteriores a la vigencia de la ley; nunca 
los posteriores. Por consiguiente, si la ley entra en vigencia cl 
1% de enero de 1993, en virtud de lo dispuesto en su artículo 2* 
no puede derogar o hacer decaer los Decretos N* 147 y N' ]65, 
que corresponden al 26 de marzo y 2 de abril de 1993, respecti- 
vamente. Pero si bien estos decretos no pierden vigencia, se 
tornarían ilegales si este proyecto fucra promulgado. Esto con- 
figura una grave violación al principio de separación de Pode- 
res que surge claramente de la Constitución de la República, 
porque la ley no puede convertir en ilegal lo actuado por el 
Poder Ejecutivo en ejercicio de sus discrecionales potestades 
constitucionales y legales. El efecto retroactivo de este proyec- 
to torna el asunto en una cuestión de juridicidad cuando en su 
origen lo fue de conveniencia, 


Si el Poder Legislativo discrepa con la solución dada a la 
Inspección General de Hacienda puede ejercer el control políti- 
co por razones de conveniencia, tal como está previsto en los 
artículos N* 147 y N* 148 de la Constitución. Pero lo que no 
puede hacer para facilitar ese control es transformar una cues- 
tión de mérito en una cuestión de juridicidad por medio de una 
ley retroactiva. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: nosotros vamos 
a acompañar el levantamiento de las observaciones planteadas 
a este proyecto de ley por el Poder Ejecutivo. 


Ya hemos tratado este tema en el Partamento en el momen- 
to en que fue considerado en ambas Cámaras por lo que po- 
dríamos remitirnos a lo que se señaló en dichas oportunidades. 
No obstante cllo, cl texto del Mensaje que ahora estamos con- 
siderando y las palabras del distinguido Senador preopinante 
nos obligan a hacer algunas reflexiones. 


En primer lugar, entendemos que el artículo 86 de la Cons- 
lilución que se invoca, que habría sido desconocido por el 
Parlamento, a nuestro juicio no encarta adecuadamente con la 
hipótesis que estamos considerando porque establece que la 
creación y supresión, entre otros, de los servicios públicos se 
Sujeta a lo establecido en la Sección XIV de la Constitución, 
Nosotros entendemos que el texto de esta norma no se vincula 
al tema que estamos considerando por cuanto la decisión del 
Poder Ejecutivo, efectuada por la vía del decreto, no supone la 
supresión de un servicio público, sino la distribución o redistri- 
bución de un servicio público entre otras dependencias de la 
Administración Central. Precisamente, uno de los argumentos 
que en su momento manejó el Poder Ejecutivo fue que existía 
una multiplicidad de untdades ejecutoras que realizaban tarcas 
iguales o similares. Si esto fuera así -nosotros diserepamos con 
ello, por lo menos en términos generales- se nos estaría dando 
la razón -aunque seguramente en forma involuntaria- en cuanto 
a que cl artículo 86 nada tiene que ver con el asunto. No se 
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trata ni de crear ni de suprimir un servicio público, porque el 
servicio público de contralor de la Inspección General de Ha- 
cienda -según pretende el Poder Ejecutivo- va a seguir siendo 
prestado en la misma forma por otras dependencias. 


También queremos hacer referencia a la cita que se hace en 
el Mensaje del Poder Ejecutivo de fecha 13 de mayo de 1993 
con respecto al artículo 13 del Código Civil. En ella se señala -y 
hace pocos minutos también lo ha hecho el señor Legislador 
Cadenas Boix- el error o la antijuridicidad que supondría la 
retroactividad que contiene el artículo 2% del proyecto de ley 
vetado. 


Quiero señalar que es reiterada la jurisprudencia de la Su- 
prema Corte de Justicia en cuanto a que la irretroactividad de 
las leyes no tiene rango constitucional, sino meramente legal. 
Esto ha sido sostenido en infinidad de oportunidades. En diver- 
sas circunstancias en las que se plantearon recursos ante el 
máximo órgano judicial del país en materia de leyes de alquile- 
res, de refinanciación de endeudamiento interno y otras, ésta ha 
sido la tesis unánime e invariable de la Suprema Corte de 
Justicia: la irrctroactividad solamente tiene rango legal, no tie- 
ne rango constitucional. 


Otro aspecto de la cuestión es cl vinculado con una especie 
de tesis del hecho consumado que deriva del Mensaje del Poder 
Ejecutivo. Se dice, con otras palabras, que ya desapareció la 
Inspección General de Hacienda y que si esta iniciativa sc 
convirtiera en ley -como ocurnrá probablemente esta noche- 
llegaría tarde porque no se podría reavivar a la unidad ejecuto- 
ra cuya disolución se dispuso. Creo que con esto se está come- 
tiendo un error -por supuesto que también involuntario- por 
parte del Poder Ejecutivo. Para que ello haya ocurrido, hubicra 
sido menester que se hubiese cumplido estrictamente con lo 
que se estableció en la última Rendición de Cuentas, en su 
artículo 15. En esta norma se establece que los Ministerios que 
dispusicren, por ejemplo, la fusión o supresión de determinadas 
unidades ejecutoras deberían someter dicha decisión a la apro- 
bación del Poder Ejecutivo y, a su vez, ese sometimiento re- 
queriría, con carácter necesariamente previo, cel informe con- 
junto de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Conta- 
duría General de la Nación. Sobre este aspecto se ha hecho 
hincapié en más de una oportunidad dentro y fuera del Parla- 
mento; inclusive, ha sido reconocido por el propio Poder Eje- 
cutivo -y cito otra vez el artículo 15 de la citada Ley de Rendi- 
ción de Cuentas- que no se emitió esc informe previo conjunto 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría 
General de la Nación. Si no se emitió dicho informe no puede 
haber aprobación válida del Poder Ejecutivo de lo que dispuso 
en su momento el Ministerio de Economía y Finanzas. Enton- 
ces, reitero que, con la mejor buena fe -csto no está en cues- 
tión- el Poder Ejecutivo expresa algo que está cn las antípodas 
de lo que es la realidad con arreglo a lo que dispone la norma 
legal vigente. 


He hecho estas breves consideraciones porque, en definili- 
va, entiendo que corresponde aprovechar la sabiduría del nuevo 
Reglamento de la Asamblea Gencral y hacer que este Cuerpo 
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se pronuncie con la diligencia del caso. El Foro Badllista reite- 
rará la conducta adoptada, en primer lugar, en la Cámara de 
Representantes y, luego, en la Cámara de Senadores, por lo que 
habremos de sumar nuestros votos para levantar las observacio- 
nes del Poder Ejecutivo y que, en definitiva, este texto normati- 
vo se convierta en ley vigente. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a proceder a la votación que, de acuerdo con el artículo 
141 de la Constitución de la República, debe ser nominal. 

Como se trata de la reconsideración de un proyecto de ley, 
quienes votan por la afirmativa lo hacen a favor del proyecto, 
es decir, en contra de la aceptación de las observaciones del 
Poder Ejecutivo. 


Quienes votan por la negativa lo hacen en contra del pro- 
yecto, es decir, a favor de las observaciones del Poder Ejecutivo. 


Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Por la negativa. 
SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR CID. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BEL VISI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BLANCO. - Por la negativa. 

SEÑOR SOTO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BOUZAS. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BRUERA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CADENAS BOXX. - Por la negativa. 

SEÑOR CASSINA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ELSO GON! - Por la afirmativa. 

SEÑOR GARGANO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GONZALEZ MODERNELL. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PINTOS. - Por la afirmativa. 

SEÑOR IRURTIA, - Por la afirmativa. 


SEÑORA CLAVIJO. - Por la afirmativa. 
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SEÑOR LIBRAN BONINO., - Por la afirmativa. 
SEÑOR RIESGO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR OLASCOAGA. - Por la negativa. 
SEÑOR PEREYRA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PEREZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RICALDONL. - Por la afirmativa. 
SEÑOR SILVEIRA ZAVALA,. - Por la negativa. 
SEÑOR URIOSTE, - Por la negativa. 
SEÑOR ZUMARAN. - Por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


- Hemos votado afirmativamente este proyecto de tey por 
segunda vez porque consideramos que la Inspección General 
de Hacienda no sólo es un organismo tradicional en la vida 
institucional del país, sino que no puede suprimirse por decreto. 
Múltiples leyes, que sería muy largo enumerar, le han dado cl 
cúmulo de facultades que tiene y nos parece de toda evidencia 
que el artículo 15 de la última Ley de Rendición de Cuentas 
fue votado pensando en organismos de otra naturaleza, creados 
simplemente en función de prácticas o de decisiones adminis- 
irativas. Suprimir la Inspección General de Hacienda es dejar 
sin aplicación una cantidad de leyes que sería tedioso citar. 


Por otra parte, la Inspección General de Hacienda no es una 
simple dependencia administrativa sometida a la jerarquía del 
Ministerio. Reitero que tiene atribuciones propias, dadas por 
múltiples leyes desde que fue creada en 1915, y más concre- 
tamente, por la famosa Ley de Presupuesto de 1953, la Ley 
N* 11,925, de 27 de marzo de 1953, cuyo artículo 5* establece 
que la Inspección General de Hacienda “ejercerá su actividad 
de contralor conforme a lo que determinen las leyes respecti- 
vas”, y en su artículo 7* agrega que la Inspección General de 
Hacienda “dependerá directamente del Ministerio de Hacicn- 
da”. Es decir que es un organismo desconcentrado que no pue- 
de ni debió nunca suprimirse por decreto. Todo esto está al 
margen de las dificultades prácticas que generaría la aplicación 
hasta sus últimas consecuencias de los decretos dictados por el 
Poder Ejecutivo y que la ley que nuevamente vamos a votar ha 
dejado sin efecto. Pero más importante que lo que expresamos, 
que nos parece responde simplemente al sentido común y no a 
un análisis jurídico exhaustivo, es explicar nuestra posición 
desde el punto de vista político. 


Ya hemos visto en la prensa expresiones de sorpresa o de 
desagrado, desde determinados sectores políticos de nuestro 
Partido, por esta posición. Hace poco hemos reivindicado nues- 
tra independencia para juzgar todas las decisiones del Gobierno 
en ámbitos restrictos, manteniendo nuestra solidaridad general 
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con sus orientaciones básicas y con su política económica, lo 
que reiteramos en todos sus términos. Y hoy se ha visto, por- 
que los diputados de Renovación y Victoria no han votado la 
censura al señor Ministro de Economía y Finanzas. Pero enten- 
demos que la previsible solidaridad con el Poder Ejecutivo de 
parte de quien desempeña el cargo que nosotros ocupamos, 
tiene también que corresponderse con actitudes de éste de con- 
sulta, de diálogo y de información a nuestra persona. Ello no 
ha ocurrido en este caso. Nosotros, al igual que el Inspector de 
Hacienda, que fue designado en su cargo a nuestra propuesta, 
nos enteramos por la prensa de la decisión personalísima dci 
señor Ministro de Economía y Finanzas de suprimir la Inspec- 
ción de Hacienda. No compartiendo los fundamentos de la 
decisión, les expresamos nuestro punto de vista al señor Presi- 
dente de la República y al señor Secretario de la Presidencia de 
la República hace cerca de un mes. Conociendo la integración 
del Parlamento y los criterios que en él prevalecen, les dijimos 
que iba a ocurrir lo que ha acontecido: que el señor Ministro 
iba a ser llamado a Comisión y, además de ello, que la gran 
mayoría de los sectores parlamentarios iban a estar en contra 
de la medida y que lo más probable cra que se votara una ley 
que dejara sin efecto los decretos. Lo que nosotros vaticina- 
mos, razonable y amistosamente, al Poder Ejecutivo hace vein- 
ticinco días, ocurrió a una velocidad mucho más rápida de lo 
que creímos. En lugar de tomar en cuenta ese dato político de 
la realidad para evitar un problema que es menor, no para los 
funcionarios ni para la Inspección de Hacienda, pero sí en el 
conjunto de los problemas que tiene el país, el señor Ministro 
de Economía y Finanzas optó por magnificar el problema, por 
anunciar a los cuatro vientos que de cualquier manera se iba a 
cerrar la Inspección General de Hacienda, cuando la Cámara 
de Representantes ya había votado el proyecto de ley. Si lec- 
mos con atención las observaciones, veremos que en ellas se 
dice que el organismo ya dejó de existir, lo que no es cierto ya 
que sigue funcionando porque tiene infinidad de cometidos 
legales y los interesados en la prestación del servicio concurren 
a la ventanilla del organismo y entregan los expedientes para 
que se realicen los trámites y los controles correspondientes. 
Asimismo, optó por decimos, en el Mensaje que nos dirige, 
que por la vía del artículo 174 de la Constitución de la Repú- 
blica, que autoriza a redistribuir las competencias de los Minis- 
terios por decreto, igual va a llegar al mismo resultado. Es decir 
que prácticamente nos está anunciando -si no interpreto mal- que, 
cualquicra sca el resultado de la votación de la Asamblea Gencral, 
la Inspección General de Hacienda no va a funcionar, 


Creo que esto es preocupante porque el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con el inciso 4” del artículo 168 de la Constitución de 
la República, tiene la obligación de ejecutar y hacer ejecutar 
las leyes. O sea que esta ley votada en ambas Cámaras, obser- 
vada por el Poder Ejecutivo y vuelta a votar por la Asambica 
General, debe ser obligatoriamente promulgada por el Poder 
Ejecutivo y el señor Ministro, le guste o no, tiene que mantener 
abicrta la Inspección General de Hacienda, porque licne la 
obligación de cumplir las leyes. 


Creo que éste no es un problema importante en la vida del 
país, no es un problema con el Poder Ejecutivo, por más que 
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éste avale la actuación del señor Ministro, sino que €s -y aquí 
tengo que cuidar las palabras que utilizo- una obstinación per- 
sonal -diría yo- del señor Ministro de Economía y Finanzas que 
quicre blevar hasta sus últimas consecuencias su posición, pero 
no puede ir contra la ley porque ésta, en un Estado de Derecho, 
siempre está por encima del decreto, del acto administrativo. 
Es decir que por estos fundamentos, que no tienen relación 
directa con los demás problemas de la vida política del país, 
que no alteran mi solidaridad sustancial con las orientaciones 
básicas del Gobierno del Partido Nacional, vuelvo a votar afir- 
mativamente este proyecto de ley. 


(¡Muy bien! - Apoyados) 

SEÑOR ABELENDA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ACOSTA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ALVAREZ. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ALVAREZ VIERA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ANDRADE. - Por la negativa. 


SEÑOR ANTONACCIO, - Por la afirmativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Es obvio que la fundamentación expuesta por el señor Vice- 
presidente de la República es por demás explícita. 


Simplemente, quería dejar constancia de que la Comisión 
de Presupuestos, que integramos, más de una vez solicitó la 
presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas o del 
señor Subsecretario -sabemos que él concurrió a la Comisión 
de Hacienda- pero, lamentablemente, ello no fue posible. 


Por lo tanto, no tuvimos oportunidad de debatir este tema ni 
en la Comisión de Presupuestos mi tampoco cuando ésta se 
integró con la de Hacienda de la Cámara. 


SEÑOR ARRILLAGA. - Por la afirmativa. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Por la afirmativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Es sin alegría que estamos realizando por segunda vez esta 
votación. Somos firmes partidarios de la transformación del 
Estado y es por eso que, cuando el señor Subsecretario de 
Economía y Finanzas, en representación del señor Ministro, 
vino a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, le 
preguntamos, en forma clara, cuáles eran los argumentos de 
oportunidad y de mérito para la supresión de la Inspección 
Gencral de Hacienda. 


Resultó claro que el Poder Ejecutivo había incumplido cel 
literal C) del artículo 15, que establece que la racionalización a 
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la que le facultó la ley, deberá ser adecuada a los objetivos de 
cada programa, y quedó claro que los objetivos del programa 
Ministerio de Economía y Finanzas no eran cumplidos por- 
que -no deseo mencionar más de un punto- no podía encomen- 
dárscle a la misma unidad que genera, realiza y tramita los 
pagos, hacer la auditoría. 


No hubo argumentos y, en consecuencia, está bien que la 
ley haya declarado que no puede cerrarse una unidad cuya 
existencia es necesaria para los objetivos del programa, dado 
que, además, los decretos no fundamentaron -como tampoco lo 
hizo el Ministerio- los argumentos de oportunidad y de mérito 
para esa racionalización. 

No me hacen mella los argumentos que invocan el artículo 
86 -creo que el Parlamento siempre debería respetarlo- pues 
justamente éste es un caso donde la supuesta rebaja originada 
por la aplicación de ese artículo 15 no está costeada ni podría 
estarlo y, por lo tanto, no se está generando un gasto. El Poder 
Ejecutivo sigue estando facultado para aplicarlo en otras unida- 
des y, por suerte, el Parlamento ha establecido en esta ley la 
facultad del Poder Ejecutivo para generar una racionalización y 
una mejora del funcionamiento de la unidad. Es decir que el 
mensaje que está dando hoy el Parlamento es que entendemos 
que la unidad debe existir porque tiene cometidos no sustitui- 
bles o reemplazables por otra, y no nos negamos a que la hagan 
funcionar mejor, 


En consecuencia, comparto con el señor Presidente de la 
Asamblea General que ojalá esta discusión no se hubicra dado. 


SEÑOR AYALA. - Por la negativa. 
SEÑOR BALJERO. - Por la afirmativa. 
SEÑORA BASSO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BAY ARDL. - Por la afirmativa. 
SEÑORA BERAMENDI - Por la afirmativa. 
SEÑOR BERRO. - Por la afirmativa, 
SEÑOR BERTACCHÍI. - Por ta afirmativa. 
SEÑOR BERTOLIN!L. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BIASOTTTI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BORGES. - Por la afirmativa, 
SEÑOR BOSCH. - Por la negativa. 


SEÑOR CAPECHE, - Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Vuelvo a votar por la afirmativa, deseando que este tema no 
hubiera vuclto a consideración del Parlamento y ulitizando 
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exactamente los mismos argumentos que expuse en la primera 
oportunidad. Además, en los últimos días la Inspección Genc- 
ral de Hacienda ha trabajado como lo ha hecho a lo largo de 
toda su vida, lo que quiere decir que no está desintegrada. 


SEÑOR CAPUTI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. - Por la afirmativa, 
SEÑOR CORONEL NIETO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR COURIEL. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CRA VIOTTO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CZARNIEVICZ. - Por la negaliva. 

SEÑOR CHAPPER. - Por la negativa. 


SEÑOR CHIFFLET. - Por la afirmativa, y voy a fundar cl 
voto. 


Hemos tenido oportunidad de leer más de un informe jurídi- 
co en los que se sostiene que no puede suprimirse por decreto 
la Inspección General de Hacienda. De todas maneras, no nece- 
sitamos explayarnos en esto porque esta afirmación está respal- 
dada por el propio juicio y el prestigio como jurista que tiene el 
señor Presidente de la Asamblea General. 


Cuando se votó el artículo 15 de la Rendición de Cuentas, 
nadie pudo pensar que, tratándose de redimensionar el sector 
público o entendiéndose que de alguna manera debía proceder- 
se en algunas oficinas a su reordenamiento, esa disposición se 
estuviera dirigiendo a la Inspección General de Hacienda. Esta 
oficina nunca fue motivo de un juicio crítico ni de un pronun- 
ciamiento negativo. Además, como se sabe, ella ejerce sobre la 
actividad pública y el sector privado un control que tiene singu- 
lar importancia. Por otra parte, el propio Poder Ejecutivo iba a 
encomendarle funciones muy importantes si no hubiesc sido 
derogada por voluntad popular, la Ley de Empresas Públicas. 


En el Mensaje al que se ha dado entrada en el día de hoy 
-que ya habíamos tenido oportunidad de lecr porque se comen- 
tó en la prensa y hasta fue motivo de algún estudio jurídico- el 
Poder Ejecutivo señala que ya se ha suprimido la Inspección 
General de Hacienda. A nuestro juicio, esto no es exacto y 
estamos en condiciones de probarlo. 


Obra en nuestro poder un documento firmado por el Subte- 
sorero General de la Nación, con fecha 17 de mayo, es docir, 
con posterioridad al veto del Poder Ejecutivo, que dice: “Co- 
rresponde, según lo informado precedentemente, el pase de 
estos obrados a la Inspección General de Hacienda”. En conse- 
cuencia, en ningún momento puede sostenerse que cl Parla- 
mento pretende recrear esta oficina, por cuanto ella continúa 
realizando sus funciones. 


Queremos señalar algunos aspectos más. No nos explica- 
mos cuál es la opinión del señor Ministro de Economía y El 
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nanzas: si acompaña la opinión de su Ministerio, deberá enten- 
der que la Inspección Gencral de Hacienda ha sido suprimida. 
Pero él piensa de otra manera porque, según otros informes, cl 
14 de mayo ingresaron a la Inspección General de Hacienda 
más de cien solicitudes de aprobación de estatutos de socieda- 
des anónimas, entre ellas, las planteadas por el Estudio Posa- 
das, Posadas y Vecino. 


(Alusión suprimida por la Mesa en aplicación del artículo 
76 del Reglamento) 


Aquí hay una contradicción muy evidente y no nos parcce 
bicn que el señor Ministro haya afirmado -como aseguraba el 
señor Presidente de la Asamblea General- que de cualquier 
manera iba a cerrar esta oficina. No corresponde hacerlo jurídi- 
camente, y tampoco si nos atenemos a la realidad y no a los 
fundamentos que nos envía el Poder Ejecutivo en su mensaje al 
interponer e] veto al proyecto aprobado por ambas Cámaras. 

SEÑOR DA ROSA VAZQUEZ.- Por la afirmativa. 

SEÑOR DE CARLOS PINTOS. - Por la afirmativa. 

SEÑOR DELGADO SICCO.- Por la afirmativa. 

SEÑOR DIAZ CHAVES.- Por la afirmativa. 

SEÑOR DIAZ MAYNARD.- Por la afirmativa. 

SEÑOR FAU.- Por la afirmativa. 

SEÑOR FERNANDEZ.- Por la afirmativa. 

SEÑOR FERRIZO.- Por la negativa. 

SEÑOR FURIATTI.- Por la afirmativa. 

SEÑOR GARAT.- Por la negativa. 

SEÑOR GARAZA.- Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA PINTOS.- Por la afirmativa. 

SEÑOR GAVARONE.- Por la negativa. 

SEÑOR GODA Y .- Por la negativa. 

SEÑOR GONZALEZ PERLA.- Por la afirmaliva. 

SEÑOR GUADALUPE - Por la afirmativa. 

SEÑOR GUERRA CARABALLO.- Por la afirmativa. 

SEÑOR GUTIERREZ.- Por la negativa. 

SEÑOR HAEDO HARLEY .- Por la negativa. 


SEÑOR HEBER.- Por la negativa, y voy a fundacel voto 
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(Alusión suprimida por la Mesa en aplicación del artículo 
76 del Reglamento). 


Digo que cuando se habla de reducir el gasto, de redimen- 
sionar el Estado, cuando se busca desesperadamente el achi- 
que, cuando se procura lo que tanto hemos hablado en la inter- 
pelación reciente en cuanto a bajar el nivel del atraso cambia- 
rio que existe en el país -y la única manera, la única solución es 
bajar y achicar el gasto público porque no hay otra forma, ya 
que la sociedad en su conjunto ho puede admitir más presión 
fiscal- de una vez. por todas tenemos que animarnos a achicar y 
a suspender unidades ejecutoras. Quizá ésta no sea la mejor ni 
la más indicada; pero creo que es el Estado -el Parlamento y 
principalmente aquellos que de alguna manera comprometieron 
su palabra en el principal objetivo que tiene este Gobierno, que 
es abatir la inflación y buscar medidas correctivas como para 
que los sectores productivos y exportadores del país no sufran 
las consecuencias- el que tiene que hacer la reducción del gas- 
to. Este fue un comienzo frustrado, pero no va a ser la actitud 
pasiva de un Poder Ejecutivo que debe buscar ahorrar un gasto 
donde sca y donde pueda. 


Hoy el Parlamento y la Asamblea General determinan que 
la Inspección General de Hacienda siga actuando, y no creo ni 
he visto en ningún diario -y los leo todos- que el señor Ministro 
de Economía y Finanzas haya anunciado el desconocimiento 
de un pronunciamiento de la Asamblea General. Por lo tanto, el 
Poder Ejecutivo insistirá hasta el último de sus días para Lratar 
de abatir un gasto que es muy excesivo y pediremos la colabo- 
ración a todos, si en realidad deseamos abatir el atraso cambia- 
rio y buscar que los sectores productivos no sufran directamen- 
te las consecuencias nefastas que puede tener esta situación. 
Procuraremos el apoyo parlamentario para reducir las áreas del 
Estado de las que a nuestro juicio se puede prescindir. En ese 
sentido, éste fue el primer paso del Poder Ejecutivo y vamos a 
seguir dando otros para suprimir o fusionar unidades ejecutoras 
y para propender al ahorro del gasto público, a fin de que no lo 
paguen los sectores productivos y exportadores del país. 


(Alusión suprimida por la Mesa en aplicación del artículo 
76 del Reglamento) 


(Hace uso de la palabra el señor Presidente. Manifestacio- 
nes suprimidas por la Mesa en aplicación del artículo 76 del 
Reglamento) 

SEÑOR IBARRA.- Por la afirmativa. 

SEÑOR LAVIÑA.- Por la afirmativa. 

SEÑOR LEGNANI.- Por la afirmativa. 


SEÑOR LESCANO.- Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Voto por la afirmativa por varias razones. En primer lugar, 
porque en ocasión de comparecer el señor Subsecretario de 
Economía y Finanzas a la Comisión de Hacienda de la Cámara 
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de Diputados, a nuestro juicio no logró dar ninguna explicación 
satisfactoria a los graves vicios de forma y de fondo que conte- 
nía el decreto en cuestión, ni justificar razones de oportunidad 
o mérito para la supresión de una unidad ejecutora de la impor- 
tancia histórica que tiene la Inspección General de Hacienda en 
el país. 


En segundo lugar, también lo he hecho por las razones 
jurídicas que ha expuesto cl propio señor Presidente de la Asam- 
blca Gencral con su notoria calificación en la materia. 


En tercer lugar, hago mía la posición expresada en la Comi- 
sión por el señor Diputado Melo Santa Marina en el sentido de 
que el verdadero compromiso del Parlamento será revisar en su 
momento el artículo 15 de la Ley N* 16,320, que claramente 
significa una delegación inconstitucional de facultades del Po- 
der Legislativo al Poder Ejecutivo. 


En cuarto término, entiendo que la información brindada 
por el señor Diputado Chifflet no debe pasar inadvertida en el 
Cuerpo. Sin duda, tal como él la calificara, significa una grave 
incongruencia, una evidente contradicción y, a mi modo de ver, 
debería ser considerada en su oportunidad por el Parlamento. 

Finalmente, también nosotros somos panidarios de la trans- 
formación del Estado uruguayo, pero no de que ésta se haga 
por decreto, 

SEÑOR LEV.- Por la afirmativa. 

SEÑOR LOSADA.- Por la negativa. 

SEÑOR MAGURNO.- Por la afirmativa. 

SEÑOR MALLO.- Por la negativa. 

SEÑOR MARTIN.- Por la afirmativa. 

SEÑOR MARTINEZ HUELMO.- Por la afirmativa. 

SEÑOR MARTORELL LIBRAN.-- Por la afirmativa. 


SEÑOR MELO SANTA MARINA.- Por la afirmativa, y 
voy a fundar el voto. 


Nuestra bancada viene votando por la afirmativa en función 
de los fundamentos que oportunamente expusiéramos como 
miembro informante en mayoría de la Comisión de Presupues- 
tos de la Cámara de Diputados, coincidente en muchos aspec- 
tos con la tesis sostenida por el señor Presidente minutos antes. 
Suscribimos este fundamento, naturalmente haciendo abstrac- 
ción de los aspectos político-partidarios contenidos en él. 


SEÑOR MESA.- Por la negativa. 
SEÑOR MICHELINI.- Por la afirmativa. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Por la negativa. 
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SEÑOR MORELL.- Por la negativa, 
SEÑOR ORTIZ.- Por la negativa. 
SEÑORA OSORES DE LA LANZA.- Por la afirmativa. 
SEÑOR PALOMEQUE.- Por la negativa. 
SEÑOR PASQUET. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PAZOS. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PIANA EFFINGER. - Por la negativa. 
SEÑOR PINTO. - Por la afirmativa. 
SEÑORA PIÑEYRUA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PITA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR POZZOLO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PREVITALI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PRIETO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ROCHA IMAZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RODINO VARELA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ (don Ambrosio). - Por la negativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ (don Lirio). - Por la afirmativa. 
SEÑORA RUBIO DE VARACCHL - Por la afirmativa. 
SEÑOR SANABRIA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR SANSEVIERO. - Por la afirmativa. 
SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Por la afirmativa. 


SEÑOR SARTHOU. - Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


En primer lugar, sin duda la reducción de gastos del Estado 
no debe hacerse en la parte más sensible, que es la de contralor 
del funcionamiento de sus distintas oficinas. Consideramos que 
la desregulación es un elemento negativo en la medida cn que 
será mayor la cristalinidad y la eficiencia de la gestión en tanto 
esos controles se afinen y se perfeccionen. Más aún: la redistri- 
bución de cometidos que se ha venido ejercitando durante largo 
tiempo, creando una competencia específica, es un elemento 
que no logra sustituir la supresión de la oficina de contralor. 
Por lo tanto, si bien se dice que se van a redistribuir, no es un 
elemento conveniente para el debido contralor funcional. 


En segundo término, el legislador estableció condiciones 
muy específicas en el artículo 15 de la loy. Sin duda, le preocu- 
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paba que el ejercicio de esta facultad por parte del Poder Ejc- 
cutivo no tuviera efectos negativos; exigió que no se causara 
lesión de derechos a los funcionarios y requirió la intervención 
de oficinas asesoras como la de Servicio Civil y la Contaduría 
General de la Nación, cuyas opiniones no fueron tomadas cn 
cuenta. 


En tercer lugar, habilitándonos a este rol se habla de dar 
cuenta a la Asamblea General; no es habitual que esto suceda, 
pero por algo el legislador en el artículo 15, donde se reficre al 
ejercicio de estas facultades por el Poder Ejecutivo, establece 
que se debe dar cuenta a la Asamblea General para ejercitar de 
alguna manera un contralor en el sentido de que los mecanis- 
mos ulilizados llevaran a ese fin, 


En cuarto término, para que esta ley no quede impugnada y 
sin contestar, debemos decir que no participamos en absoluto 
de una tesis muy original que sería la de que el Poder Legistati- 
vo queda recortado en su competencia cuando el Poder Ejecu 
tivo utiliza las facultades que le dio el legislador a través de 
dos decretos. Es evidente que no puede quedar interdicta la 
facultad de que el Poder Legislativo, pueda seguir controlando, 
como materia de su competencia, el ejercicio de esas atribucio- 
nes. Por lo tanto, este argumento final en cl que se señala que 
por haberse dictado estos dos decretos la única salida del Poder 
Legislativo es el contralor por la vía de los artículos 147 y 148, 
es una tesis que implica reducir y recortar facultades a las que 
el Poder Legislativo no puede renunciar de ninguna manera. 


SEÑOR SEDARRI LUACES,. - Por la negativa. 
SEÑOR SILVEIRA.- Por la afirmativa. 


SEÑOR SINGER.- Por la afirmativa, y voy a fundar cl 
voto. 


Señor Presidente: en este caso, no me alcanzan las genera 
les de la ley. Durante varios años fui Inspector de Hacienda y 
renuncié a esa oficina para incorporarme a la Cámara de Dipu- 
tados. Guardo los mejores recuerdos de esa oficina por la expe- 
riencia enriquecedora que tuve como funcionario, por mis com- 
pañeros de trabajo -muchos de ellos funcionarios excepciona- 
les- y por su Director, de altos quilates, como lo era el contador 
Baldizán, que estuvo muchos años al frente de la Inspección 
General de Hacienda. 


Pese a esto, mi voto por la afirmativa o por la negativa no 
está condicionado por mi calidad de ex funcionario. Creo que 
en esta materia se ha cometido una tremenda desprolijidad, y 
las cosas no deben hacerse en forma desprolija en ninguna 
oficina, 


Cuando se va a reorganizar o a suprimir una oficina hay 
que hacer las cosas con orden, con los asesoramientos pertinen- 
tos. tomando todas las medidas conducentes para asegurar que 
no se van a lesionar derechos ni se van a causar perjuicios al 
Estado, en modo alguno. 
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No estoy en contra de la supresión de oficinas en cuanto se 
demucstre que pueden ser sustituidas o suprimidas, pcro antes 
de hacerlo hay que tomar providencias con mucho cuidado, y 
con mayor razón aún en el caso de la Inspección General de 
Hacienda, por las delicadas funciones y competencias que le 
han sido atribuidas y que -según mi entender- siempre ha cum- 
plido fecal, honesta y eficientemente. 


Por otro lado, no creo que se pueda argumentar con funda- 
mento que con esta medida se van a ahorrar gastos al Estado. 
No existe tal ahorro de gastos del Estado. ¿Qué gasto se aho- 
rra? Los funcionarios que van a ser redistribuidos, igualmente 
seguirán siendo remunerados. ¿Cuál es el monto de la econo- 
mía que se haría con la supresión o transformación de la Ins- 
pección General de Hacienda? Ninguno. Entonces, no vamos a 
utilizar en este caso también el argumento, que por sí solo no 
es suficiente, de que hay que hacer economías y que al votar el 
levantamiento del veto estamos impidiendo un ahorro o dismi- 
nución en el gasto público. No hay tal reducción en el gasto del 
Estado. Por estos fundamentos he votado afirmativamente el 
levantamiento del veto, 


SEÑOR STIRLING.- Por la afirmativa. 

SEÑOR STORACE MONTES.- Por la negativa. 

SEÑOR TORIANI.- Por la afirmativa. 

SEÑOR TROBO.- Por la negativa, y voy a fundar el voto. 


En la oportunidad en que este proyecto de ley que ha sido 
vetado por el Poder Ejecutivo fuera tratado por la Cámara de 
Representantes, y teniendo en cuenta que de la lectura de la 
exposición de motivos que realizaba la Comisión de Presupues- 
tos sobre dicho tema se desprendía un argumento de cierta 
inconsistencia, como era el que la disposición había sido in- 
cluida en el Senado de la República y que la Cámara no había 
podido tratarla con la profundidad debida -en virtud, precisa- 
mente, del procedimiento sumario que se utiliza para la aproba- 
ción de las observaciones que la otra Cámara hace en el caso 
del tratamiento de un Presupuesto O Rendición de Cuentas- nos 
pareció que ese argumento no era de peso, y lo señalamos 
contundentemente en el Cuerpo. Ahora resulta que ese mismo 
elemento de juicio nos sirve para argumentar sobre la necesi- 
dad del mantenimiento de la vigencia de esta ley, precisamente 
en función de algunas expresiones que oímos en Sala, en cl 
sentido de que la disposición no puede alcanzar a la oficina o a 
la unidad ejecutora que se suprime. 


Debo decir que efectivamente, el Senado estudió el tema en 
profundidad. 


En todo caso, el argumento que esgrimía la Comisión de 
Presupuestos nos sirve para analizar el tema desde ese punto de 
vista. 


ASAMBLEA GENERAL 


A. G.- 97 


(Alusión suprimida por la Mesa en aplicación del artículo 
76 del Reglamento). 


El artículo 15 de la ley 16.320 no dice, bajo ningún concep- 
to, que se excluye a alguna oficina en particular, y creo que a 
veces el preciosismo que se utiliza en la redacción de determi- 
nadas normas podría haber llevado, en el caso, a la inclusión o 
exclusión de alguna unidad ejecutora en particular. Por tanto, 
creo que no es de recibo señalar que nos dimos cuenta tarde de 
que esta norma podía alcanzar a alguna unidad ejecutora en 
particular. 


En consecuencia, respecto de la forma en que se han verti- 
do expresiones en torno al comportamiento del Poder Ejecutivo 
para el mantenimiento de esta norma, o a la exigencia de que 
ella se mantenga, prefiero la tenacidad y la consecuencia, y no 
la irresponsabilidad que en este caso está claramente de mani- 
fiosto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dar cuenta del resultado 
de la votación. 


Han sufragado ciento veintidós señores legisladores. Lo han 
hecho por la afirmativa, es decir, por el levantamiento de las 
ubservaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo, noventa y 
dos legisladores; y por la aceptación de las observaciones, treinta 
legisladores. : 


En consecuencia, habiéndose superado con holgura la ma- 
yoría exigida por la Constitución, el resultado es: Afirmativa. 
El proyecto ha quedado nuevamente sancionado y será comu- 
nicado al Poder Ejecutivo, el que “lo hará promulgar enseguida 
sin más reparos”, como lo establece el artículo 145 de la Cons- 
tilución. 


8) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No siendo para más, se levanta la 
sesión. 


(Es la hora 20 y 16) 
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